	Buenos Aires, … de septiembre de 2011. 

Y Vistos: 

1. Viene apelada por los accionistas fundadores de "Moulinmer SA" la resolución n° 1029 de la Inspección General de Justicia (v. fs. 50/3) que denegó la inscripción de la sociedad por no haberse adecuado el objeto social a los requerimientos exigidos por el art. 56 de la Resolución IGJ n° 7/2005. 

2. El recurso se sostuvo con el memorial de fs. 74/8, que fue contestado en fs. 102/111. 

A su vez, la Sra. Fiscal General no entendió comprometidos en el caso, los intereses cuyo resguardo le encomienda la Constitución Nacional en el art. 120 (v. fs. 113). 

3. a. En el marco en el que ha quedado ceñida la cuestión litigiosa, el orden lógico impone partir de la propia redacción acordada a la cláusula estatutaria tercera, donde queda especificado el objeto de la persona jurídica de la siguiente manera: ".La sociedad tiene por objeto dedicarse por cuenta propia, de terceros y/o asociada a terceros, en el país o en el exterior, a las siguientes actividades: a) INMOBILIARIA: compraventa, permutas, construcciones, alquiler o arrendamiento de bienes inmuebles, urbanos o rurales en general. b) CONSTRUCCION: Ejecución, dirección y administración de proyectos y obras: civiles, eléctricas, sanitarias, urbanizaciones, edificios, incluso destinados al régimen de propiedad horizontal, construcciones de viviendas, talleres, refacción o demolición de obras, proyecto, administración, dirección y construcción de plantas industriales, gimnasios, centros de salud, administración, construcción y/o reparación de edificios de todo tipo. Importación y exportación de elementos y materiales de construcción, equipos y artefactos de cualquier tipo para la realización de la actividad de la empresa. Las actividades que así lo requieran, serán ejercidas por profesionales con título habilitante en la materia. Para el cumplimiento del objeto social la Sociedad tiene plena capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones y ejercer todos los actos que no sean expresamente prohibidos por las Leyes o por el presente estatuto." (v.fs. 24, elevada a escritura pública en fs. 26). 

A su vez, resultará de interés la transcripción de la Resolución IGJ n° 7/05 que, en lo pertinente, dispone: "No se inscribirá la constitución de sociedades o asociaciones bajo forma de sociedad cuyo objeto sea la prestación de servicios profesionales que requieran título habilitante extendido a personas físicas. Sociedades de medios o instrumentales. Podrán inscribirse aquellas que, integradas exclusivamente por dichos profesionales, tengan por objeto organizar el desarrollo de la actividad profesional prestada personalmente por los mismos y/o de terceros también profesionales, aplicando al efecto los aportes que los socios efectúen". b. A partir de tales premisas conceptuales, debe apuntarse que la decisión del inspector general de justicia de no autorizar la registración de "Moulinmer SA", constituye una decisión discrecional, fundada en la legislación vigente y en el ámbito de su competencia de control y fiscalización (Ley 22315: 3, 4, 6) que no aparece irrazonable, a poco que se observe que el objeto social antes transcripto contempla, efectivamente y como seguidamente se fundará, actividades que se encuentran reservadas a profesionales con título habilitante en ingeniería, calidad ésta que no es predicable respecto de uno de los socios: "Animé SA". 

El ejercicio de semejante potestad, constituye una esfera propia de libertad de la administración en cuanto a su intrínseca decisión meritoria, y su valoración es, en principio, un ámbito exento de control judicial, salvo que se determine que actuó arbitraria o irrazonablemente, circunstancia que no se observa se haya producido en el caso. En otras palabras, no compete al juez reconstruir el proceso valorativo realizado por el administrador sino que solo le asiste la posibilidad de determinar si la decisión adoptada se encuentra debidamente justificada, sin invadir las atribuciones del departamento ejecutivo (CSJN, Fallos 313:863; Dictamen fiscal de Cámara n° 104290, en los autos:"Fracchia Raymond SRL" con intervención de la Sala E de este Tribunal, con fecha 3/05/2005). 

Se aprecia entonces que la prédica de los recurrentes relativa a que no se trata de una sociedad de profesionales con el fin de brindar servicios profesionales (v. fs. 75) no guarda correlato ni logra sustentabilidad fáctica con las expresiones que han sido utilizadas al redactarse el objeto social (v. fs. 26). Ejemplifíquese mencionando que las tareas relativas a la "ejecución y dirección.de proyectos y obras" claramente exigen para su realización un título profesional habilitante, calidad que no ostenta uno de sus accionistas. 

Frente a ello, se abrían -al menos- dos posibilidades: o bien se readecuaba la formulación de aquellas expresiones que, como las apuntadas, inescindiblemente quedaban vinculadas con servicios profesionales; o se constituía una sociedad de medios cumpliendo con la segunda parte del artículo 56 de la Res. IGJ n° 7/05. 

La normativa de marras -cuya constitucionalidad no ha sido atacada por los apelantes-, permite el ofrecimiento de servicios propios de incumbencias profesionales, mediante estructuras asociativas o personas jurídicas distintas de sus socios, con la condición de que todos ellos se encuentren matriculados. No verificándose tal extremo -lo que sucede en el caso-, habilita su conformación bajo la forma de sociedades de medios, debiendo para ello ajustar su estatuto a ciertas exigencias atinentes a la administración social, la transmisibilidad de las participaciones sociales, la exclusión de la responsabilidad de los socios -entre sí y respecto de terceros- según el tipo social cuando la misma se genera en ocasión del ejercicio de la profesión de cualquiera de los socios. 

Ahora bien, semejantes opciones fueron desatendidas por los administrados, quienes optaron por insistir en su postura y resistir el temperamento del organismo cuando el acto administrativo impugnado se encontraba fundadamente motivado. 

Dígase para finalizar, que la Corte Federal ha sostenido en varios precedentes que la libertad de asociación consagrada en el artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), en el artículo 20 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y en la propia Constitución Nacional -art. 14 -, no reviste carácter absoluto, sino que se encuentra sujeta a las restricciones previstas por la ley, necesarias en una sociedad democrática, en interés del orden público o en el marco de los principios de la solidaridad social (v. doctrina de Fallos 323:1995). 

4. Resultando dispendioso el tratamiento del resto de los agravios, en tanto los mismos parten de plataforma argumental que ha quedado desvirtuada con la interpretación propiciada por esta Sala, se resuelve: rechazar la apelación deducida y confirmar el pronunciamiento de fs. 50/3. 

Con costas (art. 68 y 69 Cpr.) Notifíquese y devuélvase al organismo a sus efectos. 

Rafael F. Barreiro, Juan Manuel Ojea Quintana, Alejandra N. Tévez. Ante mí: María Florencia Estevarena. Es copia del original que corre a fs. 114/117 de los autos de la materia. 
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